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1. Introducción 


Los crímenes cometidos en el Antiguo Régimen eran sancionados por los diversos foros de 
justicia que existían para tal efecto, siendo la denuncia una de las formas que contemplaba 
el derecho para que los delitos fuesen conocidos y fallados en un juicio.! Una vez juzgado el 
delito denunciado se reestablecía el orden, y por tanto el bien común, valor jurídico protegi- 
do por la sociedad del Antiguo Régimen.? De ahí que toda denuncia fuera un dispositivo de 
control social,3 pues buscaba castigar y corregir al trasgresor del orden -salvando de paso su 
alma-, y satisfacer el bien jurídico alterado por el delito. 

Durante la Edad Media se construyó el sistema procesal canónico penal, que permeó el 
derecho secular europeo. Este se reprodujo luego en todo el Imperio español por efecto de la 
conquista y evangelización de América y las Filipinas, aunque con modificaciones y variacio- 
nes debido a las particularidades de cada espacio, población y sistema cultural ultramarino. 
Si bien la normativa e instituciones elaboradas en tiempos de Inocencio III, así como las 
acordadas en el IV concilio de Letrán y las contenidas en las Decretales de Gregorio IX se 
extendieron y aplicaron en el Nuevo Mundo, lo cierto es que sufrieron transformaciones por 
efecto de las sucesivas re-interpretaciones y traducciones* de carácter global y local.5 Para el 
caso americano hay que tener presente, además, que el estatuto indígenaf llevaba anexos una 
serie de privilegios que repercutieron en la práctica legal y judicial. 





* Este artículo forma parte del Diccionario Histórico de Derecho Canónico en Hispanoamérica y Filipinas 
(S. XVEXVIII) que prepara el Max Planck Institute for Legal History and Legal Theory, cuyos adelantos 
se pueden ver en la página Web: https://dch.hypotheses.org/ 

** Instituto de Historia de la Universidad de los Andes de Chile. 

1 Levacat (1989), Pág. 297. 

2 ALonso (1978), Pág. 8. La introducción del derecho procesal para hacer valer los derechos y obligaciones 
ante los tribunales, mediante denuncia, acusación o pesquisa, permitió paulatinamente dejar atrás la 
venganza de sangre por la comisión de un acto transgresor. 

3 CORDERO FERNÁNDEZ (2014), Págs. 143-166. 

4 Duve (2013), Gaune (2013), Bauman (1997), RicHTER (2005). 

5 Ors CAPDEQUI (1939), Garcia GaLLo (1987). 

6 Garcia GaLLo (1982), Garcia GArcIa (1985), LoumanN (1989), PEÑA PEÑALOZA (1989), TRASLOSHEROS/ 
ZABALLA (2010), CORDERO FERNÁNDEZ (2011,2017a, 2017b). 
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La Iglesia gestó un procedimiento penal que podía iniciarse por denuncia, acusación o in- 
quisición (pesquisas), cuestión que estaba contemplada en las Decretales y en las Partidas. Con 
el correr de los años, los procedimientos judiciales tomaron el nombre de la fórmula con que 
se iniciaba el juicio, a saber, inquisición o procedimiento acusatorio. Esto generó confusiones 
debido a que se trataban como sinónimos esos conceptos, pese a los esfuerzos de los tratadis- 
tas y de la literatura de la época que hacían clara distinción entre ellos. 

La denuncia, si bien no dio lugar a un procedimiento judicial que llevase su nombre, podía 
constituir el paso inicial para empezar un juicio inquisitorial.? Su relevancia provenía de la 
finalidad correctiva (denuncia extrajudicial) con la que se empleó y por ser la fórmula más 
utilizada por los indígenas del Nuevo Mundo para iniciar procedimientos penales. 

En su sentido cotidiano, denunciar era dar a conocer o dar noticia de algo8 y, en ocasiones, 
se confundían los términos denuncia y acusación. Si lo que se denunciaba tenía importancia 
o consecuencias en derecho, se estaba ante una denuncia judicial, esto es, la comunicación de 
un hecho jurídicamente relevante o un modo de proceder en los juicios criminales.? De lo 
contrario se estaba ante una advertencia caritativa, realizada por el agente denunciante con 
miras a la búsqueda de la corrección privada del delincuente. De ahí que los delitos que se 
denunciaban no siempre contemplaran un castigo público, a diferencia de lo que ocurre con 
los delitos que se acusaban. Aún más, la denuncia no requería mayores solemnidades, que 
sí exigía la acusación; ni siquiera había obligación de probar la mala fama del denunciado. 

Murillo Velarde definió la denuncia como “la delación o manifestación de un crimen, 
hecha sin solemnidad al superior. Una es judicial, otra extrajudicial”10 Se entendía que era 
judicial si se realizaba por el denunciante ante el juez competente!! y pretendía satisfacer 
la justicia pública, aun cuando el denunciador no estuviera obligado a probar la existencia 
de la trasgresión.12 Si se presentaba ante un foro secular se denominaba civil; ante el foro 
eclesiástico, si se trataba de una denuncia canónica;!3 y en caso de que el delito denunciado 





7 CORDERO FERNÁNDEZ (2019). 
8 Covarrubias definió la denuncia como “dar noticia de alguna cosa: es término forense, y vale acusación 
en cierta forma”, Tesoro de la lengua castellana, Fol. 304v. 
2 MURILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 87 Denun- 
tiationibus, No. 1. 
10 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 82 Denun- 
tiationibus, No. 16, cita según traducción MurILLO VELARDE (2005), Vol. 4, Pág. 37. 
11 Las Siete Partidas, Partida VII, Tít. 1 de las accusaciones que se fazen contra los malos fechos, e de los de- 
nuncamientos, e del oficio del judgador, que ha a pesquerir los malos fechos, Ley 15 Ante qual juez puede 
o deue ser fecha la acusacion. Nota de la redacción: para agilizar la lectura de las notas a pie de página se 
citarán los títulos completos de las Partidas solo la primera vez que aparezcan. 
12 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 87 Denun- 
tiationibus, No. 16 citando las Siete Partidas, Partida VIL, Tít. 1, Ley 27. 
13 MuriLLo VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus % Denun- 
tiationibus, No. 16. 
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fuera una herejía, debía realizarse ante el Santo Oficio, que para estos efectos era el tribunal 
competente.!4 

La estructuración del presente artículo sigue el orden establecido por las Decretales orden 
que permaneció hasta el siglo XIX-, según el cual primero se analizaba la denuncia y acusa- 
ción, y luego el delito denunciado para proseguir con el sistema de pruebas y el estudio de 
la sentencia. A continuación, expondremos (2) quién puede denunciar, (3) qué delitos se de- 
nuncian, (4) la denuncia evangélica o corrección fraterna, (5) las características de los delitos, 
(6) los tipos de delitos y (7) un balance historiográfico. 


2. Quién puede denunciar 


Como ya se ha señalado, la investigación de los delitos se podía iniciar por acusación, in- 
quisición y denuncia. La acusación, querella o acción criminal era la delación del reo de un 
crimen, hecha solemnemente ante el juez competente, para su castigo público.15 En la acusa- 
ción debía preceder la inscripción de la pena del talión, por la que el acusador que no lograra 
acreditar el hecho punible sufría la misma pena que le correspondería al acusado. En cambio, 
en la inquisición no era necesario acreditar el hecho ni dar caución, pues era suficiente la 
mala fama o el indicio.!6 

Por su parte, la denuncia o delación del crimen no requería de solemnidades para su pre- 
sentación, era suficiente que se realizara ante la autoridad competente quien procedía a efec- 
tuar una advertencia caritativa, toda vez que solo pretendía la corrección del delincuente y 
no su castigo público. En eso se diferenciaba de la acusación y la inquisición, que se orienta- 
ban al bien común mediante el castigo del delincuente. De ahí que la denuncia no exigiera 
solemnidades, como tampoco, aportar pruebas suficientes.!7 El procedimiento iniciado por 


14 “Aunque aquél [el hereje] se haya convertido, está obligado a denunciarlo, aunque lo sepa solamente 
como evidencia moral y no existan fundamentos tan graves, porque el santo tribunal [...] juzgará pru- 
dentemente” MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitioni- 
bus 8% Denuntiationibus, No. 16, traducción al castellano tomada de MuriLLO VELARDE (2005), Vol. 4, 
Pág. 37. 

15 “Difiere de la inquisición, porque para ésta no se requiere delación, bastan la fama y los indicios; difiere 
de la denuncia y de la acción, porque éstas no siempre se realizan para castigo público, sino sólo mediana- 
mente, pues la acción mira a la utilidad privada del agente; y la denuncia a la corrección del delincuente” 
MuriLLo VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1, No. 1, según la traducción de MurILLO VELAR- 
DE (2005), Vol. 4, Pág. 29. 

16 “Y difieren, en que el acusador es obligado á seguir y probar la acusación, según unas leyes de Partida [Las 
Siete Partidas, Partida VIL Tít.1, Ley 26] mas no el denunciador la denunciación, según otra Ley de ella 
[Las Siete Partidas, Partida VIL Tít. 1, Ley 27] Hevia BoLaÑos, Parte II, Párrafo 8, No. 1, Pág. 198. Y en 
sentido similar, Conc. HI Mex., Libro L, Tít. 9 De Offcio, $9. 

17 “No es costumbre el que los denunciadores deban ministrar prueba, sino tan solo el que después de la 
denuncia apunten en la misma cédula los nombres de los testigos que puedan saber del delito” López, 
Las Siete Partidas, Partida VII, Tít. 1, Ley 27 Como el Rey de su oficio puede saber verdad de los males 
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denuncia no estaba concebido “entre partes” por lo que el denunciador no era parte del jui- 
cio,18 a diferencia de la acusación. Así, la denuncia no implicaba un compromiso procesal, 
salvo la pena de calumnia evidente.!? 

Por lo anterior, y especialmente debido a la dificultad para probar los delitos, durante el 
Antiguo Régimen algunos agentes optaron estratégicamente por denunciar y no acusar. Di- 
cho de otro modo, de no probarse el delito por el que se estaba acusando, el agente acusador 
se enfrentaba eventualmente a las penas del calumniador,? es decir, se entendía que estaba 
cometiendo el delito de calumnia, que afectaba la fama del supuesto infractor sin que ello 
conllevara un beneficio para la comunidad. De ahí que la denuncia, al ser una delación de 
prácticas que no recibían castigo público, sino solo una corrección fraterna,?1 fuera utilizada 
en muchas ocasiones, aun cuando se tratara de transgresiones que debían acusarse por accio- 
nes públicas. Asimismo, se recurrió a la denuncia, si por efecto de ella se obtenía un beneficio 
para la república. 

La consideracción de la sociedad en sí como un bien jurídico protegido superior a los bie- 
nes jurídicos individuales, explica que en ciertas ocasiones se permitiera denunciar el delito, 
pese a que conforme a la normativa debería haber sido delatado por acusación o inquisición. 
En este caso se trataba de una denuncia general, en la que si no se lograba probar, nadie se 
veía afectado.?2 En cambio, una denuncia especial, en la que solo se delataba al posible delin- 
cuente, si resultare falsa, implicaría una infamia para el denunciado. 





que les descubriesen que fuessen fechos en su tierra, o los entendiesse por fama, Glosa f De prouar. La 
traducción está tomada de López ([1555] 1844), Las Siete Partidas, Vol IV, Pág. 62, Nota 229. 

18 Las Siete Partidas, Partida VIL Tít. 1, Ley 28 Quales yerros puede el Rey, o el juez de su oficio escarmentar 
maguer non fuesse fecha denunciacion, nin acusamiento nin fuesse fama en razon del ellos, Fol. 14v, 
Glosa c Carta falsa. 

12 Hevia DE BoLaÑos, Curia Philipica, Parte II, Párrafo 8, No. 1, Pág. 198, citando Las Siete Partidas, Partida 
VII Tít. 1, Ley 5 y 27, Fol. 4 y 14. 

20 “Aunque la presuncion obre á favor del denunciador para librarlo de la pena de calumnia, no se libra 

sin embargo de las costas López, Las Siete Partidas, Partida VIL Tít. 1, Ley 15 Ante qual Juez puede, o 

deue, ser fecha de la acusación, Glosa a La jura, citado de según la traducción Lórez ([1555] 1844), Las 

Siete Partidas, Vol. IV, Pág. 14, Nota 51. La traducción de la Glosa de López de Tovar, publicada en 1844 

en Barcelona por Ignacio Sanponts y Barba, Ramón Martí de Eixala y José Ferrer y Subirana, remite a 

la Novisima Recopilación: “el denunciador o manifiesta simplemente al juez algún delito sin indicación 

del delincuente, o bien señala una persona determinada como autora de aquel. En el primer caso, no 
resultado probado el delito después de un diligente examen, parece justo condenar al delator solo en 
las costas ocasionadas por la denuncia verificada: en el segundo empero, puesto que mancilla la fama de 
la persona designada, no deberá contentarse el juez con la simple condena de costas, sino que además 
deberá imponer al denunciador una pena estraordinaria proporcionada a la falta cometida y á la infamia 
ocasionada. Así creemos debe observarse á tenor de lo prescrito en la cit. L. 7. tít. 33. Lib. 12. De la Nov. 

Rec” López ([1555] 1844), Las Siete Partidas, Vol. IV, Pág. 63, Nota 237. 

“La correction fraternal, es amonestacion charitatiua del proximo secreta, o delante testigos, para que se 

emiende de pecado” AzPILCUETA, Cap. 24 De los cinco sentidos, y de las obras de misericordia espiritua- 

les, y corporales, Y 18, Pág. 515. 

22 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 87 Denun- 
tiationibus, No. 16. 


21 
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Respecto a la obligación y conveniencia de acusar o denunciar, Murillo Velarde sostuvo 
que quien no pudiera probar un crimen, no estaba obligado a hacerlo. Más aún, no podía 
acusarlo porque se expondría al peligro de la pena impuesta a los calumniadores y lesionaría 
la fama del prójimo sin beneficio alguno para la república. En cambio, sí estaba obligado a 
acusar si el bien de la república lo exigía, toda vez que este era mayor que el bien privado. Si 
por la denuncia se lograba igualmente el bien de la república, se podía acusar aun cuando 
el reo no tuviera mala fama, pero no se estaba obligado. Es más, Murillo juzgó conveniente 
omitir la acusación y consideró que era mejor denunciar.23 

Por ejemplo, en el caso de las visitas de idolatrías desarrolladas en la diócesis de Lima, Tru- 
jillo, La Plata y Atacama durante los siglos XVII y XVIII la Iglesia peruana consideró que era 
suficiente denunciar las idolatrías, pues con ello se ponía freno a comportamientos reñidos 
con la moral cristiana. En sentido similar, el II! concilio mexicano compelía a la población 
del Nuevo Mundo, especialmente a los españoles que vivían en pueblos y reales de mina, que 
denunciasen ante el párroco o el obispo si tuvieren noticia de personas que cometieran deli- 
tos notorios y públicos, pues lo que se estaba procurando era impedir la existencia de pecados 
públicos, como los juegos ilícitos, concubinatos, usuras, entre otros.24 

De acuerdo con las Partidas y con tratadistas como Hevia, López y Murillo, toda persona 
sin excepción podía denunciar,?5 puesto que lo que caracterizaba a la denuncia era precisa- 
mente la falta de requisitos y solemnidades para su presentación y tramitación, a diferencia 
de la acusación o inquisición.26 Incluso se aceptaba la denuncia de quien no podía acusar, 
como el infame,?? si tras ello estaba la intención de evitar un delito.28 





23 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 8 Denun- 
tiationibus, No. 6. 

24 Conc. III Mex., Libro 1, Tít. 8 De oficio ludicis Ordinarii et vicarii, $8. 

25 “Toda persona indistintamente, sin excepción, ni prohibición alguna, puede ser denunciador, por no ser 
edicto prohibitorio, según unas Leyes de Partida [Partida 7, Tít. 1, Ley 27]. Y también cualquiera puede 
ser acusador, si no es de los prohibidos de serlo, por ser edicto prohibitorio, conforme otra Ley de Partida 
[Partida 7, Tít. 1, Ley 2]. Según las cuales dichas leyes proceden, ora sean de Pueblo, ó Forenses, ú de otro 
diferente” Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte MI, Párrafo 8, No. 2, Pág. 198. 

26 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 8 Denun- 
tiationibus, No. 16; Las Siete Partidas, Partida VII Tít. 1 de las accusaciones que se fazen contra los malos 
fechos, e de los denuncamientos, e del oficio del judgador, que ha a pesquerir los malos fechos, Ley 14 
Como debe ser fecha la acusacion. 

27 López, Las Siete Partidas, Partida VII, Tít 1, Ley 5 Como los merinos e los otros oficiales pueden apercebir 
al Rey de los yerros que se fazen en los lugares do biuen, Fol. 4; Ley 27 Como el Rey de su oficio puede 
saber verdad de los males que le descubriesen que fuesen fechos en su tierra, o los entendiesse por fama, 
Fol. 14; Ley 2 quien puede acusar: e a quien, Fol. 2v. 

28 “Parece que según ella se entenderá sin derecho para acusar el condenado por algún contrato de cuya 
condena resulte infamia de derecho, aunque Bald, en L.21.C. Mandati citando á Inoc. dice: que es menor 
la infamia proveniente de contrato que de delito. Y es de notar que cuando se trate de evitar un delito, 
se admitirá la denuncia o acusación del infame” López, Las Siete Partidas, Partida VIL Tít. 1, Ley 2 quien 
puede acusar: e a quien, Glosa k Dado por de mala fama. Para la traducción ver López ([1555] 1844), Las 
Siete Partidas, Pág. 8 Nota 17. 
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Análogamente las mujeres, los menores de 14 años, los parientes y los sirvientes? solo 
podían denunciar y no acusar, a menos que el delito fuese de lesa majestad.30 Por otro lado, 
determinados sujetos, como los párrocos en los territorios de Indias, estaban obligados a 
denunciar cuando tuvieran noticia de la existencia de usureros, prestamistas, concubinos, 
jugadores, receptadores, blasfemos y demás delincuentes que pertenecían a su jurisdicción.31 

Situación especial se presentó en el Nuevo Mundo, en donde el derecho canónico fue 
resignificado32 por las peculiaridades sociales y culturales de la población. Los indígenas go- 
zaron del privilegio de no acusar y solo denunciar en materia canónica, a consecuencia de su 
estatuto protector de miserables. 

En las visitas de idolatrías seguidas en los Andes, por ejemplo, los indígenas generalmente 
denunciaron, dando lugar a procedimientos judiciales canónicos inquisitivos en contra de 
los sospechosos de apóstatas o idólatras. Leídos los edictos de idolatrías, en los que había un 
catálogo de conductas consideradas por la Iglesia peruana como idolátricas, se conminaba 
a todos los indígenas a delatar o denunciar a las personas que se alejaran de la ortodoxia 
católica. No obstante, se exigieron requisitos a los indígenas denunciantes —principalmente 
por la gravedad de la práctica delatada-, esto es, ser de buena fama y no tener enemigos en 
el lugar. Asimismo, se analizaba el lugar o estatus social que ocupaba al delator en su comu- 
nidad. Así, si era un cacique quien denunciaba, su parecer era tomado inmediatamente en 
consideración.33 

Ahora bien, Peña Montenegro advirtió que se debía estudiar con cuidado lo que los indios 
denunciasen: 





22 Tampoco podía acusar “el que es muy pobre, el cómplice en el mismo delito que se acusa, ni el liberto 
puede acusar al que le dio la libertad, ni el hijo, ni el nieto, al padre, al abuelo, ni el hermano al hermano, 
ni el criado al sirviente, o familiar al señor, salvo en todos los susodichos en el delito de lesa majestad. Así 
lo dice la ley 1 de la Partidas” Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte HL Párrafo 8, No. 3, Pág. 199. 

30 “Nota que es particular en el crimen de lesa magestad el que pueda procederse en virtud de denuncia 
presentada por cualquiera; y lo dicho entiéndase á tenor de lo mandado por las leyes civiles, pues según 
derecho canónico quien puede acusar puede igualmente denunciar, López, Las Siete Partidas, Partida 
VIL Tít. 1, Ley 27 Como el Rey de su oficio puede saber verdad de los males que le descubriesen que 
fuesen fechos en su tierra, o los entendiesse por fama, Glosa d Muestran los omes, en la traducción citada 
de López ([1555] 1844), Las Siete Partidas, Pág. 61, Nota 227. Aunque López Tovar considera que, en de- 
recho civil, los infames, criminales, enemigos y conspiradores no pueden denunciar, sin embargo: “Véase 
decidido aquí que aun el infame condenado en juicio público puede acusar el crimen de Lesa Majestad, 
como lo definió Bart” LópEz, Las Siete Partidas, Partida VII, Tít. 1, Ley 2 quien puede acusar: e a quien, 
Glosa o Traycion, citado según la traducción de López ([1555] 1844), Las Siete Partidas, Vol. IV, Pág. 10, 
Nota 31. 

31 Martínez Lóprez-CAnO (2004). 

32 Por resignificación y traducción entendemos el proceso por el que a partir de un determinado lenguaje 
jurídico-social de la Monarquía e Iglesia para la realidad local —por ejemplo, la del virreinato del Perú— 
se gesta y forma un nuevo espacio y orden normativo-social, en el que confluyen y difieren lo regulado 
por la Monarquía, y lo traducido a la realidad específica y subjetiva. Cuestión posible debido a que los 
diversos espacios que conforman el Imperio español se caracterizan por su permeabilidad en el contexto 
global. Más detalladamente en: CORDERO FERNÁNDEZ (2017), GruzINskI (2004), BERNABEU (2010), 
BERNABEU/LANGUE (coords.) (2011). 

33 CORDERO FERNÁNDEZ, (2016), Págs. 302ss. 
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Adviertase también dos cosas: que no porque los indios sean tan fáciles, se ha de presumir siempre, 
que es mentira lo que piden, y denuncian, que muchas veces piden su remedio justisimamente, y así 
debe estar el juez indiferente, hasta que en la prosecución de la causa vaya notando lo que importa 
para descubrir la verdad: y así conviene que el visitador sea hombre muy prudente y sabio, porque si 
apasionado cree facilmente los capitulos, condenará injustamente al cura, con cargo de restituir los 
daños y menoscabos que padece en la honra, y hacienda, y sino enmienda los excesos que puede tener 
el doctrinero por presumir que por ser indios en todo mienten, será con cargo de restituir todos los 
daños que ellos padecen.34 


Si la denuncia era llevada a cabo por ministros públicos, específicamente los fiscales, se en- 
tendía que aunque fuera por terceras personas, la denuncia dejaba de serlo y pasaba a ser una 
acusación y, por tanto, debía cumplir con los requisitos de esta.35 Finalmente, el MI concilio 
mexicano indicó que no podía denunciarse a ningún clérigo, salvo que procediera prueba o 
notoria infamia.36 

Cada vez que se denunciaba debía probarse la fama del denunciado. Por fama se entendió 
desde las Siete Partidas la buena opinión de los hombres como “testimonio del vulgo funda- 
do en su opinión”37 Murillo Velarde definió la fama entre los hombres como la opinión de 
personas fidedignas y ciertas, manifestada en palabras.38 La fama pública se refería más bien 
a la opinión común que tenían los vecinos o población de una ciudad, villa o comunidad 
acerca de una persona o un hecho. Esta fama era notoria si era conocida por la mayor parte 
del pueblo o vecinos,32 que podían reproducir el relato relativo a una persona; de lo contra- 
rio, no tenía rasgos de fama. Además, la fama podía ser en relación a una persona o un hecho. 
Con respecto a la fama de un sujeto, esta hacía alusión a la reputación del mismo, que podía 
ser buena o mala. 





34 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro V, Trat. 2, Sec. 5, No. 3. 

35 “[Si la denuncia] se haga por ministros públicos, llamados fiscales, sea que se haga por otras personas 
privadas, ocupa el lugar de la acusación, de aquí se sigue, que debe hacerse por escrito expresando los 
nombres del denunciante y del denunciado, y también del delito, con las circunstancias de lugar y tiem- 
po, MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 8% 
Denuntiationibus, No. 16, según MurILLo VELARDE (2005), Vol. 4, Pág. 37. 

36 Conc. III Mex., Libro 1, Tít. 9 De officio Fiscali 8z iure, $10. 

37 Las Siete Partidas, Partida VII Tít. 6 De los enfamados, Ley 1 Que cosa es fama e que quiere dezir enfa- 
mamiento e quantas maneras son del, Fol. 22v. 

38 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro II, Tít. 19 De Probationibus, No. 139 y No. 147. 

32 “Lo cual ha de juzgarse respectivamente, tanto en cuanto la comunidad como en cuanto a las personas 
que lo saben y que se les cree, o habrán de callar, o levemente hablarán de ello, al grado que algunos pien- 
san que no es público por fama lo que saben 30 hombres graves y callados, Molina, Lugo et alii dicen que 
si una comunidad consta de 8 personas, un hecho es notorio por fama si 4 lo saben; si de 20, 7; si de 100, 
15; si de 1000, 20 ó 30 que sean diferentes casas. También será público cuando lo sepa una plaza vecina. 
Porque en este caso es moralmente imposible que se oculte” MurtLLo VELARDE, Cursus luris Canonici, 
Libro II, Tít. 19 De Probationibus, No. 147, traducción según MurILLO VELARDE (2005), Vol. 2, Pág. 138. 

40 Herzog enmarca la cuestión de la fama en el contexto de un sistema de honor que establecía categorías 
sociales y reputación en virtud de la opinión pública. “Se trata de una construcción moral basada en la 
disciplina social del grupo. Incluyendo reglas de comportamiento y de distribución de premios y casti- 
gos al margen del sistema judicial, aunque a veces en cooperación con él”. HerzOG (1995), Pág 266. En 
sentido similar, SaLinas (2000), Pág. 257. 
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Por su parte, Murillo Velarde aclaró que “la fama no requiere conocimiento claro, sino sólo 
sospechas, y el rumor no exija autores seguros, lo que es famoso puede, al mismo tiempo, ser 
falso”41 En cambio, si los hechos que se cometían no procedían de autores claros o fidedignos, 
se estaba ante un rumor. Si bien podía llegarse a confundir fama con rumor, se distinguían 
porque la fama tenía un autor cierto, era una proclamación común e iba creciendo mientras 
se difundía; mientras que el rumor “es una proclamación particular, fácilmente se acaba y no 
se conoce a un autor cierto, por lo que sólo induce a una sospecha y presunción leve>42 

Por lo que respecta al valor probatorio de la fama, Hevia de Bolaños afirmó que la fama 
pública por sí sola tenía valor probatorio de semiplena y requería de un testigo para alcanzar 
valor probatorio completo.4 Murillo Velarde delimitó en qué condiciones y en qué causas la 
fama operaba como medio de prueba, a condición de que el hecho o persona famosa lo fuera 
entre los vecinos o habitantes de una comunidad, es decir, que fuera pública. 

La fama cobró importancia en los procesos inquisitivos contra los herejes, pues bastaba 
con que el juez supiera de la existencia de un hecho famoso constitutivo de herejía para que 
pudiera investigar.45 Asimismo, quien deseaba denunciar y gozaba de buena fama, no debía 
probarlo. De igual manera, cuando el juez actuaba de oficio bastaba una verosímil o razona- 
ble sospecha.46 





41 MuriLLo VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, No. 20, según la traducción 
de MurILLO VELARDE (2005), Vol. 4, Pág. 39. 

42 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro Il, Tít. 19 De Probationibus, No. 147, y su traducción en 
MuriLLo VELARDE (2005), Vol. 2, Págs.138-139.. Para más detalles ver: EscricHE (1859), Pág. 673. 

43 Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte L, Párrafo 17, No. 21, Pág. 88. 

44 “Cuando la fama se origina en personas serias y fidedignas, [...] puede alegarse en un juicio y el alegante 
debe probarla, ya sea por medio de privilegios y documentos antiguos, si son muchos y coinciden en 
lo mismo o por cartas de personas fidedignas o por escrituras auténticas o al menos por dos testigos de 
buena fama jurados (no mujercillas, ni hombres viles), que declaren, concordando, que lo han oído así 
de los más importantes de la comunidad. Los testigos deberán dar la razón de lo que saben nombrando 
a algunos de quienes lo oyeron y de los que salió la fama [...]. La fama hace prueba plena en las causas 
civiles cuando el asunto es de poco perjuicio o cuando se trata de evitar un pecado, como el de contraer 
matrimonio cuando se teme la existencia de un impedimento dirimente [...], o cuando el hecho es ocul- 
to y difícil de probar. [...] Sin embargo, en las causas muy difíciles, la fama sólo hace prueba semiplena 
menor. En otras, regularmente la hace semiplena, la cual, si se acompaña con otra semiplena, prueba 
plenamente [...]. En las causas criminales, aun legítimamente probada la fama, como en ellas se requie- 
ren pruebas muy claras a causa de su gravedad y perjuicio [...], no prueba ni semiplenamente y no basta 
para la tortura, sino sólo para proceder a una inquisición especial del difamado [...], o para llevar a cabo 
una purgación canónica [...], lo mismo que para encarcelar a una persona sospechosa de fuga”; MURILLO 
VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro IL Tít. 19 De Probationibus, No. 147, y su traducción en MurILLO 
VELARDE (2005), Vol. 2, Págs. 138-139. 

45 “Cuando se inquiere de determinada persona [...] debe preceder la mala fama [...] de tal modo que el 
rumor de tal crimen y de su autor esparcido por la mayor parte del lugar o de la comunidad, donde se 
hace la investigación, y no una vez, sino muy frecuentemente, haya llegado a oídos del juez”, MurILLO 
VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 8 Denuntiationibus, 
No. 12, traducción en MurILLO VELARDE (2005), Vol. 4, Págs. 34-35. 

46 MURILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 8 Denun- 
tiationibus, No. 11. 
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A fin de cuentas, la fama como medio de prueba fue relevante para el sistema normativo 
del Antiguo Régimen porque estaba asociada a la idea de que llevar una vida proba y cercana 
a la moral de Dios tenía un valor continuo. De este modo, el comportarse conforme al evan- 
gelio ayudaba a que las leyes operasen en favor de esa persona en cualquier momento en que 
pudiera cometer un delito, sin perder de vista que la finalidad de la ley penal, entendida en 
los términos de la época, era auxiliar a las almas. Este aspecto se perdió con la secularización 
del derecho criminal moderno, donde carece de vigencia la finalidad religiosa correctiva de 
los castigos. 


3. Qué delitos se denuncian 


En principio, se consideraba que todo tipo de delitos podía ser objeto de denuncia, salvo la 
injuria (propia o de su familia) y el adulterio. Es más, siempre se debía denunciar judicial- 
mente si el delito era notorio y cuando el reo era sorprendido ¿n flagranti.7 En este sentido, 
el III concilio mexicano indicaba que debían ser denunciados los delitos notorios y públicos, 
entre ellos la usura, el concubinato, juegos ilícitos, blasfemias y otras tantas prácticas que 
constituían pecados públicos.48 

Con todo, la complejidad de las relaciones sociales y familiares, de las comunicaciones y 
el traslado entre Europa y el Nuevo Mundo, conllevó que los tratadistas establecieran una 
contra excepción en relación con el adulterio cometido en los territorios de ultramar. De 
acuerdo con el derecho canónico solo el cónyuge afectado podía denunciar ante los tribu- 
nales la práctica dolosa. Sin embargo, si esta situación acontecía en el Nuevo Mundo, toda 
persona que tuviera conocimiento de que alguien cometió adulterio, debía denunciarlo,% 
aunque secretamente. 

Pese a estas medidas, lo cierto es que los tratadistas establecieron un marco de referencia 
con la intención de evitar abusos por parte de los que denunciaban, así como también im- 
pedir que los foros de justicia se vieran entorpecidos en sus labores por el aumento y suma 
de transgresiones que no implicaban el quebrantamiento de algún deber jurídico. Por ello, 
consideraron que los delitos denunciables judicialmente debían cumplir ciertos requisitos y 
características. Así, un delito que afectaba al bien común o a un tercero, se denunciaba ante 
el superior por cualquiera que lo supiera, aun cuando no fuese posible probarlo, porque la 
denuncia no se hacía para el castigo del delincuente sino por la protección de la comunidad. 





47 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 87 Denun- 
tiationibus, No. 19. 

48 Conc. III Mex., Libro 1, Tít. 8 De oficio ludicis Ordinarii et Vicarii, $8. 

42 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro III, Trat. 9, Sec. 11, No. 2. 

50 Conc. IM Mex., Lib. I, Tít. 9 De officio Fiscalis 8z iure Fisci, $20. Más aún, el Concilio establece que si la 
mujer acusa al marido de adúltero, se proceda como denuncia, Conc. III Mex., Lib. IL, Tít. 1 De Ordine 
ludiciorum, $21. 
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Si el delito era oculto o no generaba un daño a la comunidad o a un tercero, no se podía 
denunciar judicialmente, puesto que se entendía que la denuncia judicial satisfacía la justicia 
pública y, al no existir pruebas legítimas, solo implicaría lesionar la fama del denunciado.! 

Si el delito se hubiera cometido en el pasado, se hubiera enmendado o se tratara de un 
delito manifiesto u oculto, se denunciaba solo si podía ser probado. Ahora bien, si el delito 
era una herejía o si se trataba de una práctica que daba pábulo para ella, siempre debía denun- 
ciarse ante los inquisidores, aun cuando no pudiera probarse.52 Más aún, era una obligación 
grave denunciar ante los inquisidores o el obispo el delito de solicitación realizado por el 
sacerdote.53 

En el Nuevo Mundo, y por la especial obligación que tenía la Corona española de evangeli- 
zar y conservar en la fe católica entre los habitantes de los territorios americanos, se entendía 
que los indígenas debían denunciar siempre en caso de saber que otros cometieran prácticas 
heterodoxas o idolátricas. Sin embargo, Peña Montenegro se cuestionó si los indios estaban 
obligados o no a denunciar y concluyó que en principio solo se podía denunciar de lo que 
se tenía conocimiento, pero la mayoría de los indios no lo tenían. Por ello, el “prudente juez” 
debía escuchar a aquellos indios “ladinos” con conocimiento, evaluar si concurrían las demás 
circunstancias de delito grave y fijar una cantidad de seis indios testigos, equivalente a la de 
un solo testigo cualificado, para dar credibilidad a la denuncia.54 


4. Denuncia evangélica o corrección fraterna 


La denuncia evangélica o corrección fraterna se entendió como una denuncia extrajudicial, 
que consistía en corregir al hermano que había cometido un pecado oculto, mortal o venial 
peligroso,5 que no perjudicaba a nadie y que debía ser probado por dos testigos.36 En este 
caso, se estaba en presencia de una falta a la moral. Se denunciaba al hechor no para ser casti- 





51 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 87 Denun- 
tiationibus, No. 16. 

52 “Y cualquiera que conozca algo de crímenes reservados al tribunal de la santa inquisición, tiene la obli- 
gación de denunciarlo a los inquisidores” Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, In- 
quisitionibus % Denuntiationibus, No. 17, según MurILLO VELARDE (2005), Vol. 4, Pág. 38. 

53 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 87 Denun- 
tiationibus, No. 17. 

54 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro V, Trat. 2, Sec. 7, No. 3-4. “Los Indios que hazen supersticiones, y 
ceremosnias, y ritos diabólicos, mayormente para tomar agúero de los negocios que comienzan, y hacen 
ceremonias en los entierros de sus difuntos, si se hallaren permanecer en los ritos de su Gentilidad, re- 
cibida información, se embien el Diocesano o se denuncien para que los castigue, Consilio Limense Il, 
part. 2) PEÑA MONTENEGRO, Itinerario, Libro II, Trat. 4, Sec. 5, No. 11. 

55 AZPILCUETA, Manual de Confessores, Cap. 24 De la correcion fraternal, 917, Pág. 515. 

56 AzpILCUETA, Manual de Confessores, Cap. 24 De la correcion fraternal, 421, Pág. 516. 
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gado, sino para que se enmendara y arrepintieraS”, hasta tal punto que Azpilcueta afirmó que 
“[nJo es tampoco menester esta monicion, ni aun la denunciacion, ni aun procedimiento de 
juez por esta via, sino se espera emienda del amonestado”58 Además, la denuncia evangélica 
protegía la fama y honor de quien realizaba prácticas que se podían reprender. Sobre la nece- 
sidad de ejercitar la denuncia evangélica, Azpilcueta precisó: 


[...] que lo pueda hazer sin daño notable de la salud, honrra, fama, y hazienda del que corrige, si el 
que ha de ser corregido, no esta en extrema necessidad dello: en la qual si estuuiesse, se aula de hazer, 
aun con daño de la vida corporal, por lo suso dicho: [...] y que quier que digan algunos, no es menos 
obligado de precepto a este socorro de extrema necessidad, el que piensa que esta en pecado mortal, 
que el que piensa, que no lo esta: Pues a nadie ha de aprouechar su maldad, ni dañar su bondad.*? 


La regla general era que toda persona podía realizar este tipo de denuncia, incluso los que 
renunciaron a hacerlo. Siguiendo al evangelista Mateo, si el hermano pecaba frente al que va 
a ser el denunciador, era este quien privadamente lo reprendía. Si se enmendaba, el agente 
había ganado un hermano.% En sentido similar, Lucas señaló: “Si tu hermano peca, reprénde- 
lo, y si se arrepiente, perdónalo. Y si peca siete veces al día contra ti, y otras tantas vuelve a ti, 
diciendo “me arrepiento” perdónalo”é! De ahí que Azpilcueta indicó que: “todos somos obli- 
gados de precepto [...] a nos corregir los vnos a los otros fraternalmente, fieles, y infieles, per- 
lados, y subditos, justos, y pecadores: aun que algo mas los perlados y de mayor authoridad, 
que los otros”$2 Tal corrección debía realizarse en el momento oportuno y secretamente.9 

Si el pecador secretamente corregido se enmendaba de cierto, no se había de denunciar al 
superior.ó En cambio, si pese a la corrección fraterna continuaba el pecador con su pecado, 
el denunciante debía contar con dos o tres testigos para resolver el asunto entre ellos y, de 
persistir el hermano pecador, había oligación de denunciar ante el superior para que como 
padre lo corrigiera. 





57 “Es aquélla, por la cual es corregido el hermano, cuando el pecado es oculto, pero tal, que pueda ser pro- 
bado por lo menos por dos testigos: por ella, sin embargo, no es corregido alguien para castigo, sino para 
que se enmiende y arrepienta, y debe hacerse conforme al modo transmitido por Cristo en el evangelio” 
MuriLLoO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 8% Denun- 
tiationibus, No. 18, cita según MurILLO VELARDE (2005), Vol. 4, Pág. 38. En el mismo sentido AZPILCUETA, 
Manual de Confessores, Cap. 24 De los cinco sentidos, y de las obras de misericordia espirituales, y cor- 
porales, 417, Pág. 515. 

58 AZPILCUETA, Manual de Confessores, Cap. 24 De los cinco sentidos, y de las obras de misericordia espiri- 
tuales, y corporales, 922, Pág. 516. 

52 AzpILCUETA, Manual de Confessores, Cap. 24 De los cinco sentidos, y de las obras de misericordia espiri- 
tuales, y corporales, 917, Pág. 515. 

60 Mt 18, 15: “Si tu hermano peca, ve y repréndelo a solas; si te escucha, has ganado a tu hermano”. 

61 Le 17, 3-4. 

62 AzpILCUETA, Manual de Confessores, Cap 24 De los cinco sentidos, y de las obras de misericordia espiri- 
tuales, y corporales, 917, Pág. 515. 

63 AzpiLCUETA, Manual de Confessores, Cap. 24 De los cinco sentidos, y de las obras de misericordia espiri- 
tuales, y corporales, 920, Pág. 516. 

64 AzpILCUETA, Manual de Confessores, Cap. 24 De los cinco sentidos, y de las obras de misericordia espiri- 
tuales, y corporales, 921, Pág. 516. 
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Gaspar de Villarroel concedió muchísima importancia al papel desempeñado por los su- 
periores u obispos en el momento de reprender. Era crucial que sancionaran como los padres 
a sus hijos, que les hicieran ver sus errores y pecados y que no los encubrieran.é5 En sentido 
similar, Murillo consideró que si el hermano continuaba con su pecado, es decir, pese a la 
represión fraterna el reprendido no escuchaba o no aprendía, en tal caso se debía comunicar 
al superior a fin de que fuera este quien lo corrigiera.é6 En el mismo sentido, el concilio III 
mexicano estableció que los obispos nombraran vicarios para investigar la vida y costumbres 
de los clérigos, enviando a los obispos listas nominales de los que confesaron, pero si eran 
muchos los excesos, se remitirían sin demora al obispo.é” 

El obispo Villarroel precisó que la corrección fraterna o reprehensión se realizaba tam- 
bién a aquellas personas que sin culpa habían ocasionado un delito. Por lo demás, el obispo 
en cuestión consideró que la corrección fraterna, o llamado de atención, era necesaria para 
que el infractor, movido por la vergúenza, meditara y reflexionara sobre sus actos, llegando a 
arrepentirse y lograr el perdón. Villarroel estimó que era vital que quien debía reprender lo 
realizase, porque de lo contrario se debilitaba la “reprehensión” y agravaba la culpa.$8 

El III concilio mexicano ordenó que los párrocos investigaran si en sus distritos existían 
hombres malos, como adivinos, hechiceros, mujeres deshonestas, concubinos, a los cuales 
debían amonestar con benignidad, exhortándolos a que corrigieran sus delitos. En caso de 
ser contumaces o no se enmendasen, debían denunciarlos a los oficiales, pero si los delitos no 
fueran públicos, debían ser remitidos al obispo para que este corrigiese.9 





65 Sin embargo, Villarroel encarece a los prelados a encubrir sus propios delitos. “Por esso, como decíamos 
poco há, deben atender mucho los Prelados, ya que no los evitan, á encubrir sus delitos: porque pecar con 
descaramiento, y reprehender a otros, no cabe en hombre de sesso: y pecar con vergúenza es gran discul- 
pa VILLARROEL, Gobierno Eclesiástico, Tomo l, Quest. 4, Art. 1, Pág. 401. El núcleo de la argumentación lo 
expresa así: “Importa mucho para reprimir los Clerigos, que se unan el temor que tienen al Obispo, y el 
exemplo del prelado: porque un mal vivir, en quien ha de reprehender, no solo enflaquece la reprehen- 
sión, sino agrava en el superior la culpa”, VILLARROEL, Gobierno Eclesiástico, Tomo l, Quest. 4, Art. 1, Pág. 
401. También aconseja lo siguiente, partiendo de su propia experiencia a la hora de reprender: “Cuando 
se reprehende a un Clérigo, las cortesias todas, porque sola la malicia Judayca pudo inventar el dar una 
bofetada de rodillas” VILLARROEL, Gobierno Eclesiástico, Tomo I, Quest. 4, Art. 1, Pág. 400. 

66 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 8 Denun- 
tiationibus, No. 18. 

67 Conc. 1I Mex., Libro 1, Tít. 8 De oficio ludicis Ordinarii et Vicarii, $29. 

68 Villarroel se guía por la doctrina de San Ambrosio y sus comentarios a Lc 17 sobre la corrección fraterna. 
“Plus enim profecit amica correctio, quam acusatio turbulenta; illa pudorem incutit, haeec indignationem movet. 
Servetur potíus, quad prodi metuat qui monetur. Que á la verdad, la vergúenza es gran verdugo de la culpa. 
San Ambrosio ibídem. Infirmas enim custos diuturne bonitatis est timor: pudor autem bonus Magifler officci, 
qui enim metutt, reprimitur, non enmendatur, quem pudet facere, in naturam vertit”, VILLARROEL, Gobierno 
Eclesiástico, Tomo 1, Quest. 4, Art. 1, Pág. 401. 

62 Conc. III Mex., Libro III, Tít. 2 De officio Parochi 8 Doctrinx Cura, $2. Véase: MouriN (2009), quien 
realiza un análisis de la aplicación de la corrección fraterna sobre una transgresión y sus efectos cuando 
esta es pertinaz. En otro orden de cosas, incluso las advertencias que hace el HI concilio mexicano a los 
párrocos como a la feligresía a confesarse y comulgar constituyen correcciones fraternas, Conc. III Mex., 
Libro III, Tít. 2 De officio Parochi 8% Doctrinx Cura, $1, 2, 3. 
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La corrección fraterna cobró mucha importancia en el Nuevo Mundo en relación con el 
derecho procesal y penal que se debía aplicar a los indígenas. Nuevos en la fe y en la cultura 
española, su estatuto protector supuso que el sistema procesal penal fuera más indulgente o 
benévolo que el que se aplicaba al resto de la población imperial,70 al establecer que la pobla- 
ción indígena debía ser castigada fraternalmente.?! 

Por otra parte, es importante destacar que la corrección fraterna solo procedía contra aque- 
llas prácticas en las que hubiera delito oculto que no perjudicase a nadie.?2 Por la misma 
razón, ocultamente se imponía una penitencia o reprehensión fraterna,73 sin perjuicio que el 
corregido lo fuera con severidad y siempre y cuando le fuera provechosa, puesto que no había 
obligación de cosas inútiles.?4 

No obstante, si el delito, aun oculto, era muy pernicioso y cedía en daño grave de la repú- 
blica o de un tercero, como era el caso de la herejía, la traición y la conspiración, o bien el 
delito era público y notorio, debían ser corregidos en público. Asimismo, no procedía la co- 
rrección fraterna, entre otras situaciones, cuando el superior ordenaba que un delito le fuera 
referido inmediatamente, sin comunicación con otro, como solían hacer los inquisidores o 
cuando el delincuente se había enmendado ciertamente, porque ya su fin se ha obtenido.?5 


70 En relación al estatuto protector y la condición de miserables de los indígenas, ver: BayLE (1945), BorAH 
(1985), CASTAÑEDA (1971), CORDERO FERNÁNDEZ (2010), Enciso (2006). 

71 “Aduiertase, que por las faltas que tuvieren los Indios en estos, y otros documentos, que el Cura les diere, 
no por esso los podrán castigar con rigor, sino reprehenderlos de palabra, mas con amor de padre, que 
con imperio de luez, como aduierte el mismo Concilio en esta materia, diziendo: Ouiae sane non molesto 
et, violento imperio sed paterna potius cura, et gravitate peragantur, y no ay que perder las esperangas de que 
estos barbaros se acomodaran al estilo político, que el sufrimiento, y paciencia de los Maestros allanan 
mayores dificultades” PEÑA MONTENEGRO, Itinerario, Libro 1, Trat. 4, Sec. 10, No. 4. 

“El orden predicho, no es de consejo [...] sino de precepto, y natural: porque la naturaleza dicta que el 
prójimo debe ser corregido, de lo que pueda hacer su mismo daño, o en perjuicio de su fama” MurILLO 
VELARDE, Cursus Turis Canonici, Libro V, Tít. 1, No. 19 según MuriLLO VELARDE (2005), Vol. 4, Pág 38. En 
caso contrario, “quando el pecado es dañoso a la Republica, o al proximo: Ca entonces si, y en quanto es 
menester, para obuiar a tal daño se deue denunciar al juez” Azpilcueta agrega: “Diximos (quando tiene 
por cierto) ca si dudasse, luego podria, y deuria denunciar al juez. Del qual se sigue, que pocas vezes es 
necessaria la admonestacion fraterna secreta, en las trayciones aparejadas contra la republica, y en las 
heregias ordenadas para enseñar a otros. Porque pocas vezes se puede vno tener por cierto, que aquella 
traycion, y heregia en ninguna manera se effectuara, Ca tampoco es menester secreta monicion, quando 
el pecado es publico, segun Santo Thomas”, AzPILCUETA, Manual de Confessores, Cap. 24 De los cinco 
sentidos, y de las obras de misericordia espirituales, y corporales, 921, Pág. 516. 

“El superior, al que le es llevado un delito oculto de su súbdito, y que no cede en perjuicio de nadie, no 
puede proceder judicialmente contra él: puede, sin embargo, ocultamente imponerle una penitencia, 
removerlo del lugar o de la ocasión, sin infamia, ni publicación del delito: y puede lícitamente tratar con 
algunos acerca del remedio a tomar y consultarlos MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, 
Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus % Denuntiationibus, No. 19, según MurILLO VELARDE (2005), 
Vol. 4, Pág. 39. 

74 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 8 Denun- 

tiationibus, No. 19. 
75 MURILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 8% Denun- 
tiationibus, No. 19. 
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En buenas cuentas, si el delito era público o perjudicaba a un tercero se debía denunciar 
judicialmente. La razón para ello fue que “el bien común y el de un tercero inocente, prevalen 
sobre el bien particular del delincuente”?6 Contra excepción, en caso de cometerse el delito 
de adulterio en las Indias, procedía primeramente la corrección fraterna.7? Si pese a ello los 
infractores eran contumaces, “se sigue injuria, y agravio a la tercera persona que son la mujer 
y los hijos””?8 y, por tanto, debía ser denunciado judicialmente por todo aquel que tuviera no- 
ticia de la transgresión. La razón tras ello era la protección de terceros que, alejados del Nuevo 
Mundo, se veían impedidos de poder iniciar la denuncia por sí mismos. Ante la situación 
escandalosa, que podía dar pábulo a una herejía, puesto que se ponía en jaque la monogamia 
del sacramento del matrimonio, se permitía primero realizar la corrección fraterna y si pese 
a ello continuaba, se seguía la contumacia, es decir, la perseverancia de una persona en un 
pecado.”?? 


5. Características de los delitos 


Definir el concepto de delito resulta trascendental porque el delito y la pena son las institu- 
ciones jurídicas básicas de un sistema penal.50 Autores de la relevancia de Tomás y Valiente 
afirman que en el Antiguo Régimen no hubo una preocupación penal legal por definir delito$! 





76 López de Tovar glosa del siguiente modo: “á aquellos hechos notorios ó que consten por sentencia ó de 
otro modo, porque entonces es pecado ocultar la verdad [...] lo que no es así en los hechos ocultos [...] 
á igual manifestación estará obligado cuando la ocultación del crimen importa grave riesgo como en los 
casos de heregía [...]. Debe el reo contestar á la posición cuando aquello sobre lo que se le pregunta fuese 
un crimen notorio ó famoso: pero que si el juicio se hubiese formado á instancia de parte, sólo debiera 
responder á la posición si fue famoso el crimen” López, Las Siete Partidas, Partida VII, Tít. 29 De como 
deuen ser recabados los presos, Ley 4 En que manera deuen recadbar los presos, e quales deuen ser ser 
metidos en prision, Glosa f Jurar que diga la verdad, citado según la traducción de López ([1555] 1844), 
Las Siete Partidas, Vol. IV, Pág. 373, Nota 18. 

77 Conc. III Mex., Libro III, Tít. 2 De solicitudine prestanda, vt peccatis remedium adhibeatvr, $3. 

78 “Por lo cual se usa acá en las Indias mandar en los edictos generales, que pena de descomunión denun- 
cien de los que viven en estas partes casados en España [...] y todos los que saben de estos casados en 
España, están obligados a denunciar; pero ha de ser primero dandole la corrección fraterna, y en caso, que 
el tal casado no tega causa bastante para estar ausente de su mujer: porque de no hacerlo, se sigue injuria, 
y agravio a la tercera persona, que son las mujeres y los hijos” PEÑA MONTENGERO, Itinerario, Libro III, 
Trat. 9, Sec. 11, No. 2. 

79 Conc. III Mex., Libro IL, Tít. 4 De Dolo 82 Contumacia, $1-4. 

80 Marzoa (2012), Voz “Delito” en: Diccionario General de Derecho Canónico, Vol. II, Pág. 1026. 

81 El término no se encuentra en las Siete Partidas; este texto legal habla de yerro, LópEz, Las Siete Partidas, 
Partida VIL Tít. 1, Ley 1 Que cosa es acusacion, e a que tiene pro, e quantas maneras son della, Fol. 2v. 
Sebastián de Covarrubias define delito en sentido estricto como “omisión, quando uno faltó en hazer lo 
que deuia. Pero delictum y peccatum, todo significa una cosa” Tesoro de la lengua castellana, Fol. 303r. El 
Diccionario de Autoridades señala que delito es la “transgresión, culpa, crimen, contravención de algún 
precepto, ley o Pragmatica”, Diccionario de la lengua castellana (1726-1739), Vol. 3, Pág. 63. 
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y menos aún los diversos tipos penales.52 Era desde la casuística de los foros de justicia, a partir 
del arbitrio judicial,8 en donde se iban definiendo y determinando qué tipos de delito consti- 
tuían una transgresión.34 Lo anterior llevó,en algunas ocasiones, a abusos y dudas respecto a si 
efectivamente un determinado comportamiento era o no delito. En general, no se consideraba 
como delitos los que el rey o parlamento o jueces indicaban, sino los determinados por una 
tradición jurídica inmersa en una cultura textual percibida como heterónoma.85 

Con todo, se entendió que el delito era un quebrantamiento del orden establecido por el 
derecho a partir del libre albedrío del hechor, sea porque omitía lo que mandaba la ley o bien 
por realizar aquello que la ley prohibía dañando a un tercero. Si se obraba mal, pero no se da- 
ñaba a nadie, existía una falta moral grave.56 La falta nacía, en definitiva, de la libre voluntad 
del delincuente que con su actuar generaba daño a otros.87 

Tomás y Valiente estima que la labor de los teólogos fue fundamental para demarcar el 
concepto de delito. Considerando que la monarquía absoluta pretendía manejar las penas 
como arma de gobierno, era relevante que los teólogos enfocaran la obligatoriedad de la ley 
penal desde la conciencia, ligando la ley penal al fuero interno. Así, tras una ley penal justa 
había un mandato moral, lo que implicaba que todo delito era pecado por la concordancia 
entre la ley moral y positiva, pero no al revés.88 

A su vez, importaba establecer si una práctica transgresora del orden era o no delito por el 
castigo o sanción que se había de aplicar, puesto que todo delito debía tener una pena mere- 
cida.82 Así, la pena o castigo al delincuente se imponía por la culpa del hechor y como forma 
de restablecer el orden. En efecto, “es de la esencia de la pena el que sea contraria a nuestra 
voluntad, que sea aflictiva y que se imponga por alguna culpa”20 y que “la pena ordena de 
suyo pase a la reparación del orden y a la justicia de Dios, y por lo tanto mientras dura el 
desorden siempre dura la pena”?! 


82 Tomás y Valiente (1969). Sin embargo, Abelardo Levaggi considera que tal afirmación debe matizarse en 
cuanto a que en la práctica ha encontrado pareceres de fiscales, abogados, etc., quienes definen y teorizan 
en torno a la noción de delito, ver: LevacG1 (2008). 

83 Arbitrio judicial es la facultad oficial del juez y su libre disposición del proceso, que adquirió un impor- 
tante impulso a raíz de la consagración del proceso inquisitivo, ALONSO (1979), Pág. 32. Para más detalles, 
ver: SÁNCHEZ-ARCILLA BERNAL (2012). 

84 Tomás Y VALIENTE (1969), Págs. 2105. 

85 CLavERO (1991), Pág. 60. 

86 Cruz (2010), Presentación. 

87 Aquino, Summa Theologiae, EI, q. 74. Es necesario que haya concurso de inteligencia y voluntad para 
cometer un delito. 

88 No obstante, se debe advertir que la diferenciación entre delito y pecado comenzó a surgir como parte 
de un proceso de distinción más general entre religión y derecho. Para más detalle ver: CLavero (1991), 
Pág. 66. 

82 Acosta, De procuranda indorum salute, Libro II, Cap. 5, Pág. 103. 

20 Aquino, Summa Theologiae, I-II, q. 46, a. 6, ad 2. 

21 Aquino, Summa Theologiae, I-II, q. 87, a. 3,ad 4. 
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Sabido es que la Iglesia — al igual que la Corona-2 tuvo como objetivo el bien común de 
los fieles para así lograr el desarrollo integral de la persona humana y cristiana. De ahí que se 
entendiera el delito canónico como un quebrantamiento de la comunión eclesial, es decir, 
un comportamiento antieclesial que vulneraba el orden divino o el orden exterior de la so- 
ciedad.2 Con todo, no todo quebrantamiento era un delito canónico ni el delito un simple 
rompimiento de la ley; el delito era una acción contraria a la justicia. 

Para que hubiera un delito, era necesario que el hechor lo realizara voluntariamente y que, 
además, fuera fruto de su inteligencia. De no ser así, estaríamos ante un hecho que, si bien 
podía revestir las características de un quebrantamiento extremo al bien común, se debía a 
una fuerza extraña e irresistible, y el acto no tenía intención de afectar a otros.2 Tampoco 
era delito si se había obrado por ignorancia, sea porque el hechor no tenía formada la razón 
o bien porque la perdió, como era el caso de menores de 10 años o los locos.25 Así, no cabía 
acción criminal contra los impúberes% y los dementes. 

En último término, a los juristas del sistema canónico les importó determinar si el delito 
cometido era con la intención de dañar o no, pues según esto se definía si el delito era verda- 
dero o no. Si el delito era con intención de dañar,? se estaba en presencia de un delito que se 
había realizado con la voluntad, inteligencia y dolo, también llamado verdadero. En cambio, 
si la transgresión había sido realizada a causa de una fuerza irresistible o por ignorancia, se 
trataba de un cuasi delito, pues el hechor lo realizaba sin saber o sin ánimo de ofender. 





22 Ello se refleja en que en el territorio indiano la autoridad civil proteja la fe cristiana, ver: Tomás Y VALIEN- 
TE (1969). 

23 Aquino, Summa Theologiae, I-II, q. 87, a. 1. 

24 AQUINO, Summa Theologiae, El, q. 74, a. 2 co. 

25 Las Siete Partidas, Partida VIL, Tít. 15 De los danos que los omes, o las bestias fazen en las cosas de outro 
de qual natura quier que sean, Ley 1 Que cosa es dano e quantas maneras son del; Tít. 10 De las fuergas, 
Ley 10 Que pena merece aquel que el por si mismo sin mandado del judgador entra, o toma por fuerca 
heredamiento, o cosa agena; Tít. 1, Ley 9 Por quales yerros pueden ser acusados los menores e por quales 
non; Tít. 3 De los rieptos, Ley 9 Como el Rey deue dar juyzio contra el reptado quando no viene al plazo 
q le fue puesto. 

26 Con todo, se entendía que los impúberes podían ser capaces de dolo, pues podría suceder que un sujeto 
de 10 años fuese más aventajado que otro de catorce. Quedaba al arbitrio del juez establecer la mayor 
o menor perspicacia del impúber, LópPEz, Las Siete Partidas, Partida VIL Tít. 1, Ley 9 Por quales yerros 
pueden ser acusados los menores e por quales non, Fol. 5, Glosa c De diez años y medio. 

27 El loco, el furioso y el mentecato, glosaba López, carecían de responsabilidad penal, aunque se debía exa- 
minar si durante un intervalo lúcido del loco, era capaz de ser sujeto de una acción criminal, López, Las 
Siete Partidas, Partida VII, Tít. 1, Ley 9 Por quales yerros pueden ser acusados los menores e por quales 
non, Fol. $v, Glosa d Loco. 

28 Las Partidas indica las fórmulas “a sabiendas” “de grado” o “maliciosamente” Las Siete Partidas, Partida 
VIL Tít. 8 De los omezillos, Ley 4 Como aquel que mata a otro por ocasión non merece auer pena poren- 
de. López de Tovar indica: “nótese esta palabra; porque no bastaría para imponer la pena de que aquí se 
trata cualquier culpa o dolo, sino que debe ser tal que importe intención de dañar á los denunciados en 
su persona ó bienes, ora proceda de mala voluntad ó de soborno”, López, Las Siete Partidas, Partida VIL, 
Tít. 1, Ley 5 Como los Merinos e los otros Oficiales pueden apercebir al Rey, de los yerros que se fazen 
en los lugares do biuen, Glosa k Tal malicia, citado según López ([1555] 1844), Las Siete Partidas, Vol. IV, 
Pág. 134, Nota 50. 
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6. Tipos de delitos 


Los delitos, según la acción de la que emanaban, podían ser públicos o privados.? Al respec- 
to, López de Tovar consideró que la distinción entre ellos respondía a que los delitos públicos 
podían ser denunciados por cualquier persona puesto que afectaban al bien común, mientras 
que los privados solo podían ser acusados por el ofendido del mismo.!% Quien fuera decla- 
rado por fallo judicial hechor de un delito público, como podían ser el rapto y la fuerza, era 
considerado infame. !01 

La publicidad de un delito estaba directamente relacionada con la notoriedad del mis- 
mo.102 Villarroel consideró lo público como lo conocido, sabido u oficial.1% Lo público, 
incluso, decía relación con lo escandaloso e imposible de disimular.10% Ahora bien, para que 
un delito pudiese ser calificado de público era necesario que la práctica delictiva sancionable 
fuera de aquellas que de ningún modo podía ocultarse. En otras palabras, el delito había de 
ser notorio y poder ser probado en juicio por dos testigos.105 Así pues, la notoriedad podía 
ayudar a calificar el comportamiento transgresor como delito o bien especificar la responsa- 
bilidad. Por ejemplo, Peña Montenegro mencionó el caso de un sacerdote que celebrara misa 


22 Solórzano, por ejemplo, usa estas dos categorías: “Esta es común, e indubitada resolución, así en los deli- 
tos públicos, como en los privados”, SOLÓRZANO, Política Indiana, Tomo IL Libro V, Cap. 11, Pág. 355. 
100 Así lo indica López en su comentario y añade: “porque observándose esta diferencia en la acusación 
debe también observarse en la denuncia: y al parecer se prueba lo dicho, por la pragmática de Alcalá que 
dispone sobre los salarios de los escribanos, en el cap. que comienza, si alguno denunciare de cualquier 
furto, con el cap. sig. donde se expresa claramente la distinción sobredicha, y véas, por la glos. y doct. en la 
l.últ.d. de priv. delict”, López, Las Siete Partidas, Partida VII, Tít. 1, Ley 27 Como el Rey de su oficio puede 
saber verdad de los males que la descubriessen, que fuessen fechos en su tierra; o los entendiesse por 
fama, Glosa d Muestran los omes, citado según la traducción de LópEz ([1555] 1844), Las Siete Partidas, 

Vol. IV, Pág. 62, Nota 227. Entre los delitos públicos se contaban los cometidos por adivinos, envenenado- 

res, hechiceros, concubinos, mujeres escandalosas, lenonas o mujeres deshonestas que habitasen en casas 

públicas. 

López, Las Siete Partidas, Partida VIL Tít. 6 De los enfamados, Ley 5 Por quales yerros son los omes enfa- 

mados si sentencia fuere dada contra ellos, Glosa e De falsedad; Tít. 20, Ley 3 Que pena merecen los que 

forcaren alguna de las mujeres sobredichas, e los ayudadores de ellos. 

102 El Diccionario de Autoridades entiende por notoriedad: “pública noticia de las cosas, o conocimiento 
claro que todos tienen de ellas” y distingue entre notoriedad de hecho y de derecho, Diccionario de la 
lengua castellana, Vol. 4, Pág. 682-3. En ese sentido lo usa Solórzano, por ejemplo: SOLÓRZANO Y PEREYRA, 
Politica Indiana, Tomo IL Libro IV, Cap. 19, Pág. 165 97. Ver también, Mabr1D (2012), Voz “Caso notorio” 
en: Diccionario General de Derecho Canónico, Vol. 1, Pág. 897. 

103 Por ejemplo, VILLARROEL, Gobierno Eclesiástico, Tomo I, Quest. 9, Art. 5,en el que discute con Solórzano 
sobre la capacidad del obispo para dispensar de un impedimento público. En otra ocasión pone en duda 
la opinión de Peña Montenegro acerca de los límites de las facultades del obispo para proceder contra 
un Inquisidor hereje, teniendo en cuenta que se trata de un delito notorio: VILLARROEL, Gobierno Ecle- 
siástico, Tomo l, Quest. 5, Art. 4, Pág. 450. 

104 Conc. III Mex., Libro L, Tít. 9 De officio Fiscalis 82 iure Fisci, $3. Para un caso concreto con hincapié en el 
escándalo, ver: VILLAFUERTE (2000). 

105 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 8% Denun- 
tiationibus, No. 20. 
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sin estar en ayunas: la pena era arbitraria, “segun fuere mas, o menos notorio el delito, assi 
debe ser mayor, o menos la pena”.106 

Hevia de Bolaños definió el delito notorio como aquel que se cometía ante el juez, o en 
presencia de todo el pueblo o de la mayor parte de él, o del número de personas que el juez 
estimase como conveniente de acuerdo al lugar y al tiempo en que se cometió el delito. En 
ese caso, el juez 


[...] puede proceder de oficio, sin preceder acusador, ni acusación, ni confesión al delincuente, ni otra 
solemnidad, ni orden de juicio, más de solo examinado dos testigos por lo menos, que deponga del 
delito, calidad, y notoriedad suya, citando al reo para que allí luego se descargó, salvo la dilación, o 
tardanza resultara escándalo, y perjuicio a la República, que entonces sin preceder esta citación, ni 
admitir la defensa, dando término para ello, sin darlo, ni recibirla, se puede proceder.107 


Por su parte, Murillo Velarde precisó que en los delitos notorios, incluido el delito flagrante, 
no era necesario acusar o denunciar, ni se requería citación a juicio, ni contestación de la 
demanda, ni juramento de calumnia, aunque se hiciera contra un ausente. 108 Sin perjuicio 
que de igual forma el juez debía citar al reo, puesto que, por derecho natural, tenía derecho 
a defensa. En efecto podría ocurrir que existiera una duda o una excepción o defensa a favor 
del reo. 

A su vez, por tratarse de una situación excepcional, no era necesaria solemne sentencia. Sin 
embargo, Murillo aconsejó que era prudente que el juez declarara que se trataba de delito no- 
torio, debiendo llamar la causa a prueba, acreditando explícitamente la notoriedad “porque 
muchas cosas se dicen notorias, y no son notorias”10? Esta idea fue compartida por Solórzano, 
quien consideró que “el orden del derecho es, que para formar proceso, aunque sea sobre de- 
lito notorio, se requiere citación”110 Más aún, Solórzano fue consciente de que en este punto 
contradecía la opinión de muchos autores, 

[...] que enseñan que la notoriedad del delito, y sus circunstancias suelen, y pueden en muchos casos 


excusar la necesidad de citación, y condenación, porque en lo notorio, y atroz el orden es, no guardar 
el orden y la notoriedad sirve de proceso. 111 





106 PEÑA MONTENEGRO, Itinerario, Libro 1, Trat. 13, Sec. 1, No. 1. 

107 Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte II, Párrafo. 14, No. 1, Pág. 222. 

108 “Porque la evidencia del crimen cometido, no necesita el clamor del acusador, dice S. Agust. in. C. 9. b. £., y ella 
se manifiesta en el delito” Mur1LLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, 
Inquisitionibus 87 Denuntiationibus, No. 21, según traducción MurILLO VELARDE (2005), Vol. 4, Pág. 39- 
40. Ahora bien, en los juicios civiles “la notoriedad no excuse de la observancia del orden judicial, porque 
el juez no suple, regularmente, las veces de juez acusador” MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, 
Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 8 Denuntiationibus, No. 21, según MurILLO VELARDE 
(2005), Vol. 4, Pág. 39. Murillo describe este modo de proceder en el caso de un homicidio voluntario fla- 
grante, MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 12 De Homicidio voluntario, vel casuali, 
No. 171. 

102 MurILLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 8% Denun- 
tiationibus, No. 21, según traducción en MurILLO VELARDE (2005), Vol. 4, Pág. 40. 

110 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Tomo l, Libro III, Cap. 27, Pág. 389, 924. 

111 SoLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Tomo l, Libro III, Cap. 29, Pág. 407, 940. 
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La sentencia que declaraba un delito como notorio no admitía la recusación por sospechas en 
contra del juez cuando la pena estaba establecida en el derecho o por la costumbre. Con todo, 
podía recusarse al juez si este se había excedido en su tasación. A su vez, el fallo que declaraba 
un delito como notorio no era apelable, salvo si la sentencia no indicaba la notoriedad. Por 
lo anterior, se exigía que la sentencia indicara que el hecho era notorio y que fue cometido 
con dolo o con culpa.!12 

Los delitos notorios podían ser de derecho o de hecho. La notoriedad de derecho se refería 
a las certezas establecidas por el derecho, como, por ejemplo, las sentadas en un proceso, la 
confesión espontánea y no revocada realizada en un juicio, la sentencia condenatoria con 
efecto de cosa juzgada, entre otras. Así, las situaciones descritas, constituían hechos notorios 
de derecho que pasaban a ser verdad.113 Al contrario, la notoriedad de hecho era determinada 
prudencialmente por el juez a base de las circunstancias que rodeaban la situación.!14 

En cambio, el delito era oculto, no notorio o simplemente oculto en caso que no se pu- 
diera acreditar, como los actos internos, o el cuasi oculto, que era posible probarlo pero con 
dificultad, como el adulterio o la conspiración.!15 Un delito también se consideraba oculto 
en el caso de que hubiera sido cometido en presencia de quienes no podían dar testimonio. 
Es más, incluso se consideraba delito oculto, pese a que se probare, si el victimario o quien lo 
cometió se disculpaba.!16 En el contexto de las dispensas que podían conceder los superiores 
de órdenes religiosas sobre irregularidades cometidas por sus súbditos, Murillo Velarde indi- 
có que no era notorio lo que podía ocultarse con alguna excusa o explicación. Ante todo se 
pretendía evitar el escándalo o “reproche público”117 

En relación a las circunstancias que rodeaban al delito, el sistema normativo canónico 
contempló circunstancias agravantes y atenuantes de los delitos,11$ que aumentaban o dis- 
minuían la pena, y que tenían especial relevancia en el caso de conllevar o no la pena de 
infamia.112 





112 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 8% Denun- 
tiationibus, No. 20. 

113 Mur1LLo VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus % Denun- 
tiationibus, No. 20. 

114 “Que de tal modo fue realizado en presencia del pueblo, o de su mayor parte, o de una multitud a cri- 
terio del juez, que no pueda ser ocultado por ninguna tergiversación, o no pueda ser negado”, MurILLO 
VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 8 Denuntiationibus, 
No. 20, según MurILLO VELARDE (2005), Vol. 4, Pág. 39. 

115 Mur1LLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 1 De Accusationibus, Inquisitionibus 8% Denun- 
tiationibus, No. 20. 

116 MuriLLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 12 De Homicidio voluntario, vel casuali, No. 171. 

117 Mur1LLO VELARDE, Cursus luris Canonici, Libro V, Tít. 12 De Homicidio voluntario, vel casuali, No. 171. 
Solórzano remite al concilio de Trento: “podrá el cabildo Sedevacante dispensar en irregularidades, y 
suspensones que resultaren de delitos ocultos, según lo dispuesto en el Tridentino” SOLÓRZANO PEREYRA, 
Política Indiana, Tomo 1, Libro IV, Cap. 13, Pág. 97, 98. 

118 Es interesante consignar que las Partidas se vieron matizadas por criterio de proporcionalidad gracias al 
influjo del derecho canónico, Levacc1 (2008), Pág. 109. 

119 La infamia era un impedimento, por ejemplo, para recibir las sagradas órdenes, Conc. I!I Mex., Libro L, 
Tít. 4 De ¿Etate, et qualitate ordinarum, et Preficiendorvm, $3. 
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Entre las atenuantes estaba la edad del delincuente. En efecto, el menor de diez años y 
medio y el anciano no debían recibir castigo y entre 10 y 17 años la pena debía ser menor 
al de mayor de 18.120 A su vez, el estado de ebriedad fue entendido como un atenuante de 
responsabilidad, pues no había ánimo de dañar. Por otro lado, los tratadistas establecieron de- 
litos y penas especiales para los indígenas en relación con las borracheras, puesto que muchas 
de ellas eran el vehículo para idolatrar. Acosta, por ejemplo, fue partidario de imponer penas 
gravísimas para los que fabricasen chicha o sora, la bebida de los indios, como único modo 
de acabar con esa costumbre.!21 Por último, se menciona la legítima defensa, que también fue 
contemplada en el Antiguo Régimen como circunstancia atenuante.!22 

Por su parte, las circunstancias agravantes conllevaban una pena mayor y no excluían la 
infamia.123 Entre estas estaba la apostasía que sin ser un delito distinto a la herejía, lo agrava- 
ba.124 Asimismo, que el delito fuera notorio constituía una agravante.!125 Su justificación radi- 
có en la noción de que era doblemente reprochable un delito que fuera presenciado por más 
personas, en el entendido premoderno de que ello podía acarrear más delitos. A su vez, quien 
cometiera un delito con alevosía o premeditación agravaba su responsabilidad y castigo.126 

Seguidamente, el MI concilio mexicano contempló que los delincuentes condenados bajo 
conminación y sus cómplices, si reincidían en el mismo delito, recibirían una pena mayor.127 

El sistema canónico indiano distinguió según la gravedad del delito entre leves (mayores 
o menores), atroces, graves o gravísimos.128 La categoría de atroz12? guardaba relación con 
la intención criminal del delincuente, el grado de su maldad, del daño que realizaba a otra 





120 Las Siete Partidas, Partida VIL Tít. 31 De las penas, Ley 8 Que cosas deuen catar los juezes ante que man- 
den dar las penas e porque razones las pueden crescer o menguar, o toller. 

121 Acosta, De procuranda Indorum salute, Libro III, Cap. 22, Pág. 240-241. Sobre la ebriedad de los indios 
como fuente de muchos males, ver también Cap. 21. 

122 Las Siete Partidas, Partida VII Tít. 8, Ley 2 Como aquel que mata a otro deve aver pena de homicida, si 
lo non fiziesse tornando sobre si, Fol 28v. 

123 López, Las Siete Partidas, Partida VII Tít. 6, Ley 6 Por que razones pierde ome el enfamamiento, Fol. 24, 
Glosa e Publica. 

124 López, Las Siete Partidas, Partida VII, Tít. 25 De los moros, Ley 5 Que pena meresce el Christiano que se 
tornare Moro, maguer se arrepienta después, e se tornare a la nuestra Fe. 

125 “Cuando hubieren reunido diez o más hombres, entonces el delito es notorio y por lo mismo debe 
agravarse la pena López, Las Siete Partidas, Partida VIL Tít. 10, Ley 2 Como los que fazen assonadas de 
caualleros, o de peones, maguer non fagan daño, les es contado por fuerca, o deuen recebir pena por ellas, 
Fol. 39, Glosa b Tal Ayuntamiento, traducción en López ([1555] 1844), Las Siete Partidas, Vol. IV, Pág. 183, 
Nota 13. 

126 Las Siete Partidas, Partida VII, Tít. 31, Ley 8 Que cosas deuen catar los juezes ante que manden dar las 
penas e porque razones las pueden crescer o menguar, o toller, Fol. 93v-94r. 

127 Conc. IM Mex., Libro I, Tít. 8 De oficio ludicis Ordinarii et Vicarii, $14. 

128 Conc. III Mex., Libro 1, Tít. 9 De officio Fiscalis 8 iure Fisci, $3; Levaca1 (1989), Pág. 303; TorRES AGUI- 
LAR (2010), Pág. 860. 

129 El Tesoro de la lengua castellana define así la voz atroz: “Llamamos delitos atroces los que en si tienen 
infidelidad contra Dios, y contra el Rey: trayción, crueldad, e impiedad contra el proximo” Fol. 102v. Por 
su parte, la Real Academia Española, un siglo más tarde, recoge la referencia a Bovadilla ya indicada por 
Sebastián de Covarrubias: “Grave y atroz delito se llama más o menos, respecto de la pena que por dere- 
cho está impuesta al que la comete” Diccionario de la lengua castellana, Vol. 1, Pág. 481. 
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persona o cosa, así como del lugar.130 No osbtante, los hechos conexos e inhumanos al mismo 
acontecimiento influían también en la valoración del delito junto a los factores humanos de 
la crueldad, el dolo y el grado de conocimiento.!31 

Siguiendo las Partidas, la gravedad se establecía caso a caso, aunque algunos de ellos esta- 
ban determinados a priori, como el de lesa majestad.132 Según Solórzano, la gravedad de este 
delito justificaba la pena de trabajos forzados, pena o castigo que bajo otras circunstancias le 
parecía inconveniente.133 

Pese a la gravedad de un delito, seguía vigente el derecho de asilo que tenía un delincuente 
en las iglesias,134 excepto “el que mata, o hiere en la Iglesia, o cementerio, o en ellos comete 
otros delitos semejantes, o más graves, y no leves o menores, y no en otra manera, en los cuales 
no goza de ella”.135 

La pena que podía obtener el reo declarado culpable podía ser capital o no capital. Las pe- 
nas no capitales podían ser, a su vez, corporales o no. Gregorio López, por su parte, nos hace 
saber de la categoría “pena capital en potencia”, esto es, si la ley mandaba que el homicida 
fuera condenado en ciento y no la cumplía dentro de diez días, podía ser decapitado o perder 
la mano. De ser así, el reo no debía ser excarcelado bajo fianza porque en caso de duda el 


130 Recopilación, Libro VIIL Tít. 23, Ley 4 Que el azogue se entregue limpio, bien acondicionado, y á perso- 
nas seguras, Fol. 105v. 

131 Las Siete Partidas, Partida VII, Tít. 9 De las deshonrras quier sean fechas, o dichas a los biuos, o contra los 
muertos, e de famosos libellos, Ley 20 Quales desonrras son graues, a que dicen en latín atroces, e quales 
son. 

152 “Y en cuanto a la pena corporal impuesta, contra la persona del delincuente, puede ser acusado, punido 
y castigado después de su muerte en la pena del delito, solo en Lesa Majestad divina, o humana, pecado 
nefando, famoso ladrón, o el que mata o hiere a otro; y aún si éste lo hizo por temor a la pena de algún 
delito, porque estaba preso siendo más grave, se le a de dar y gravar con su calidad, por ser visto y confe- 
sado, porque ninguno es señor de sus miembros ni los puede perjudicar”, Hevia BoLaÑos, Curia Phili- 
pica, Parte III, Párrafo 9, No. 13, Pág. 205. Solórzano también señala el crimen de lesa majestad como el 
más grave: “Ni tampoco en los delitos más graves, como son la Laesae Majestatis humanae” SOLÓRZANO 
PEREYRA, Política Indiana, Tomo Il, Libro IV, Cap. 24, Pág. 210, 936. En cambio, los autores de la edición 
de 1843-44 de las Siete Partidas señalan “que el homicidio es el más grave de los delitos: parece que lo dis- 
puesto en aquellas para el conato de homicidio, debe entenderse al derecho común y á los demás delitos 
menos graves que es espresado” López, Las Siete Partidas, Partida VIL Tít. 20, Ley 3 Que pena merecen los 
que forzaren alguna de las mugeres sobredichas, e los ayudadores dellos, Fol. 72v, Glosa b Según aluedrío, 
citado según López ([1555] 1844), Las Siete Partidas, Vol. IV, Pág. 328, Nota 10. Clavero indica que el valor 
es la “majestad” de ahí que los “delitos contra la vida de quienes no encarnan al rey, del común de los 
mortales, no son acreedores de gravedad” CLaveroO (1990), Pág. 73 y 75. 

133 “Y no sería menos convincente condenar á este trabajo hombres fascinerosos, y delincuentes, ya sea Espa- 
ñoles, ya Indios, ya Negros libres, ó esclavos, Mestizos o Mulatos, mandando a los Jueces, que en lugar de 
otras penas impongan esta, quando la gravedad de sus delitos le mereciere” SOLÓRZANO PEREYRA, Política 
Indiana, Tomo L, Libro IL Cap. 17, Pág. 144, 930. 

134 “Sea pues, regla general, que todos los delincuentes que se retraen en la Iglesia por qualesquier delitos, 
por graves y atroces que sean, gozan de su inmunidad, sin poder ser sacados ni despojados, salvo los exep- 
túados, porque la exceptuación de ellos constituye, y firma, regla general, para que todos los demás que 
no lo son gocen” Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte MI, Párrafo 12, No. 16, Pág. 213. 

155 Hevia BoLaÑos, Curia Philipica, Parte II, Párrafo 12, No. 20, Pág. 213. 
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juez debía atenerse a lo más seguro. “Pero si no fuese tan grave el delito que mereciese pena 
corporal o corporis aflictiva, se escarcela al reo bajo fiadores”136 

Además, el sistema de derecho establecía qué tribunales eran competentes para conocer 
de los delitos que se denunciaban. Así se distinguía entre delitos de competencia exclusiva 
de tribunales eclesiásticos o de tribunales seculares, o también de mixti forí.137 Establecido 
qué tribunal podía conocer el delito de acuerdo a su materia, era competente, a su vez, el del 
domicilio en donde se cometió el delito.138 Si el delito se había cometido en dos territorios, 
era competente el tribunal que primero previno.!32 

Es interesante comprobar cómo se tradujo el derecho canónico en el Nuevo Mundo a 
raíz del estatuto protector indígena. En efecto, el Manual para párrocos de Peña Montenegro 
estableció que los delitos o transgresiones cometidos por los indios eran de fuero mixto, sin 
importar si la práctica fuera propiamente de tribunales seculares. Los tribunales eclesiásticos 
podían conocer de sus causas siempre debido a la rusticidad y miseria indígena.!% 

Por último, los tratadistas consideraron que los delitos podían ser especiales o generales. El 
delito era especial si lo que se procesaba era la transgresión o la persona específica; era general 
cuando no se particularizaba ningún delito ni persona. 14! 

En el contexto multiétnico de la Monarquía Católica fue de crucial relevancia delimitar 
la capacidad de los indígenas del Nuevo Mundo respecto a la comisión de delitos. En efecto, 
gozaron de un estatuto jurídico privilegiado que tuvo por finalidad proteger a los indígenas 
—nuevos en la fe cristiana y en la cultura hispana— de posibles errores judiciales e injusticias 
basadas en su falta de conocimiento. Por ello fueron calificados de “miserables” que les con- 





136 López, Partida VII, Tít. 1, Ley 16 En que manera deue el acusador responder a la acusación que fazeen 
contra el, Fol. 8, Glosa e De sus bienes, citado según López ([1555] 1844), Las Siete Partidas, Vol. IV, 
Pág. 34, Nota 127. 

137 PEÑA MONTENEGRO, Itinerario, Libro Il, Trat. 1, Sec. 2, No. 1 

138 “Con esta palabra se da á entender que no solo debe remitirse el reo al Juez del lugar donde delinquió, 
sino aun al del domicilio ó al que tiene jurisdiccion prorogada conforme á lo que se dijo en la 1. 15 de 
este tít.; y no se olvide esta disposicion, toda vez que las leyes del derecho común, que hablan sobre la re- 
mision de los reos, [...] indican solo el lugar del delito; y además [...] aunque el reo tenga tres tribunales 
competentes, a saber, el del lugar donde cometió el delito, el del domicilio y el del origen, sin embargo 
no pueden pedir el juez del origen o del domicilio que se les envíe al malhechor, aunque sean jueces 
del delito” LóPEz, Las Siete Partidas, Partida VII, Tít. 1, Ley 18 Como puede el judgador fazer recabdar 
el acusado si fuere en otra tierra, Glosa f Maneras, citado según López ([1555] 1844), Las Siete Partidas, 
Vol. IV, Págs. 39-40, Nota 138. 

132 López, Las Siete Partidas, Partida VII, Tít. 1, Ley 15 Ante qual juez puede o deue ser fecha la acusación, 
Glosa d Do lo fizo, citado según López ([1555] 1844), Las Siete Partidas, Vol. IV, Pág. 29, Nota 115. 

140 “Muchos Doctores Theologos, y Juristas, dizen, que el despojo, y la opressiom que se haze a las personas, 
miserables, como son los pobres, las viudas, los huérfanos, los rusticos, y simples, son delitos mixti fori, 
que puede tomar la causa el juez Eclesiastico PEÑA MONTENEGRO, Itinerario, Libro Il, Trat. 1, Sec. 2, No. 1. 

141 “Porque si el delito en especial se inquiere y no de la persona, sino en general, se dice especial cuando el 
delito y no a la persona y en general en cuanto a la persona. Y si a la persona, en especial se inquiere, y del 
delito en general, se dice especial quanto á la persona, y general quanto al delito”, Hevia BoLaÑos, Curia 
Philipica, Parte III, Párrafo 10, No. 2, Pág. 205 y 206. 
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cedió márgenes de ignorancia ante determinadas prácticas que tal vez desde sus imaginarios 
no constituían transgresiones.14 

En sintonía con lo anterior, Solórzano Pereyra puntualizó que la calificación de los de- 
litos cambiaba si eran cometidos por los españoles en contra de los nativos, debiendo ser 
castigados con mayor rigor si “[...] injurien, maltraten o ofendieren á los indios, que si los 
mismos delitos se cometiesen contra Españoles, y se declararan por delitos públicos”14, Así, 
trasgresiones que tal vez no eran públicas, por el solo hecho de ser realizadas por españoles 
en contra de indígenas, pasaron a ser más gravosas. El grado de culpabilidad aumentaba si 
dichas injurias se hacían a indios caciques o principales “a quienes también los Españoles, y 
aún los Negros se suelen atrever fácilmente, porque la calidad de las personas aumenta el de- 
lito”144 Es más, los jueces ordinarios de los foros de justicia indianos “no pueden prender á los 
Caciques, sino en graves delitos cometidos en su tiempo”145 Y la razón por la que el agravio a 
los indios “es mayor delito, que si se hisiera a Español” se debió a que las circunstancias eran 
más graves y, como afirmó Peña Montenegro, se le hacía al indio ser infiel a su (nueva) ley.146 

Solórzano Pereyra realizó una observación fundamental sobre lo que hoy llamamos el prin- 
cipio de legalidad en relación con la seguridad jurídica. Al limitar el poder por el imperio de 
la ley, se evitaban abusos de las autoridades hacia los indígenas. Así, el procedimiento estaba 
claro: no se podía condenar a los indígenas a obrajes por la comisión de un delito. Si había 
leyes que lo permitían, se revocaban, y si había penas en tal sentido, se debían conmutar.14 





142 Merece la pena reproducir en su totalidad la argumentación de Peña Montenegro: “La rusticidad, y 
simplicidad que tienen los Indios, obligan a que los juezes usen de toda la piedad possible en castigar 
sus delitos, vsando con ellos de toda piedad, porque como obran el mal con imperfecto conocimiento, 
tienen menos de vountario, y libre, con que la malicia es menos, y assí la pena tammién ha de ser menor, 
que la que se dá a los que obran mal con perfecto conocimiento” PEÑA MONTENEGRO, Itinerario, Libro Il, 
Trat. 1, Sec. 2, No. 1. Esta actitud benevolente con los indios se aplicaba incluso en el caso excepcional de 
daño cometido a terceros: “Esta regla general [castigar a los indios con moderación] tiene por excepción 
que si es daño de tercer, no se ha de usar con ellos de piedad sino atender a la satisfacción de un tercero; 
y también cuando es atroz el delito, y se presume que lo cometió, no por simplicidad, sino por malicia; y 
en caso que se haga de satisfacer un tercero, el mismo tercero tiene obligación de pedir, que la satisfacción 
no sea tal cabal como si la hubiera de dar un español atendiendo a la corta capacidad de estos miserables, 
cuya cortedad de entendimiento y no alcanzar adecuadamente la malicia, y gravedad de los delitos, los 
hace menos culpables; y aunque los pecados hayan sido cometidos con malicia, no se debe ejecutar con 
ellos todo el rigor de la ley, porque la malicia del pecado se ha de medir conforme al conocimiento del 
pecador” PEÑA MONTENEGRO, Itinerario, Libro Il, Trat. 1, Sec. 2, No. 3. 

143 SOLÓRZANO PEREYRA, Política indiana, Tomo l, Libro L, Cap. 12, Pág. 55, 922. 

144 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Tomo 1, Libro IL, Cap. 28, Pág. 208, 414. 

145 SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Tomo 1, Libro IL, Cap. 27, Pág. 206, 447. 

146 Peña MONTENEGRO, Itinerario, Libro II, Trat. 1, Sec. 6, No. 2. 

147 “Todo lo que es mi voluntad, y mando así se cumpla precisamente, sin embargo de qualesquier leyes y or- 
denanzas, cédulas y previsiones, que en contrario de esto estén dadas, que si necesario es, por la presenta 
las revoco y doy por ninguna: y que la Justicia no puedan condenar, ni echar á indicios á sercivios de los 
dichos obrajes, e ingenios, por pena de ningún delito, como lo han acostumbrado hasta aquí; y que los 
que estuvieren en ellos en esta orma, ó en otra quialquier manera, los saquen y pongan en libertad, con- 
mutándoles la pena en tora, quales pareciera y encargo” SOLÓRZANO PEREYRA, Política Indiana, Tomo L 
Libro Il, Cap. 12, Pág. 113, 924. 
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7. Balance historiográfico 


La historia del derecho, de las instituciones y de la justicia ha experimentado importantes 
renovaciones metodológicas. En efecto, desde la historia de las mentalidades hasta la histo- 
ria social y cultural, el objeto de estudio se enfoca actualmente en torno a la cuestión sobre 
cómo se pensó la justicia en la tradición continental y cómo fue su respectiva traducción a 
los espacios indianos. En buenas cuentas, las nociones de orden jurídico indiano, de justicia, 
de actos judiciales, de procedimientos, entre otras, hacen referencia a un sistema organizativo 
necesario para la vida social y cultural, que pueda vivir y funcionar a base de las fluctuaciones 
humanas, la versatilidad, la Mexibilidad y la adaptación a las realidades locales del sistema 
general. 148 

Para el estudio del proceso penal en el Antiguo Régimen, es importante conocer las obras 
de Francisco Tomás y Valiente!* y María Paz Alonso.!5% Respecto del mundo hispanoame- 
ricano, para comprender la forma en que se desarrollaron los procesos judiciales, se pueden 
consultar los trabajos de Ávila Martel151 y Pérez Martin.152 Asimismo, los estudios de Corva- 
lán y Castillo,153 Herzog, 154 Enciso,155 y Levaggi156 contribuyen a entender el sistema proce- 
sal en las Indias. Una mirada diversa, centrada en los procedimientos canónicos, ofrecen las 
obras de Jorge Traslosheros y Ana de Zaballa!57 y Macarena Cordero Fernández!58, 

En relación con la noción de delito durante el Antiguo Régimen y su comprensión en la 
dinámica de la justicia, los estudios de Bascuñán y Ávila!5? y, más recientemente, Garriga, 160 
Umbasia,161 Rojas,!162 Cordero Fernández!6 y Lozano!ó aportan valiosas contribuciones. 
Por último, puede ser útil para la comprensión de esta categoría jurídica acudir a publicacio- 
nes en torno a delitos específicos, como son los de escribanos y falsedades, 165 la prostitución, 





148 Ertur (1981), Pág. 125. 

149 Tomás Y VALIENTE (1969). 

150 Aronso (1982). 

151 ÁviLa MARTEL (1946). 

152 Pérez MAaRrTIwn (1999). 

153 CorvaLAN/CastTILLO (1951). 

154 HeErzOG (1995). 

155 Enciso (2006). 

156 LevacG1 (1989). 

157 TRASLOSHEROS/ZABALLA (coords.) (2010). 
158 CorDErRO FERNÁNDEZ (2011, 2014, 2016, 2017a, 2017b, 2019). 
159 ÁviLa/BascuÑÁN (1941). 

160 GARRIGA (2004). 

161 UmBasta (1994). 

162 Rojas (2008). 

163 CorDERO FERNÁNDEZ (2010). 

164 Lozano (2010). 

165 EXTREMERA (2005). 
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embriaguez, vagos y malentretenidos,!66 la hechicería, ! idolatrías, 168 bigamia y adulterio, 102 
herejías, 170 entre otros. 
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